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     Provincia de Tierra del Fuego,
  Antártida e Islas del Atlántico Sur

           República Argentina

         PODER LEGISLATIVO
BLOQUE PARTIDO JUSTICIALISTA

“2012 en Memoria a los Héroes de Malvinas”

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:


Tengo el agrado de dirigirme a Ud. a los fines de remitir el presente Proyecto de Ley a través del cual se establece un aumento del índice de la masa coparticipable que hoy percibe la Comuna de Tolhuin, y que actualmente corresponde al 1,10% de la masa mencionada integrada por Recursos Tributarios, Regalías Hidrocarburíferas y Coparticipación Federal que percibe el Gobierno de la Provincia. El mencionado índice se encuentra establecido por el art. 9º de la Ley Provincial Nº 231, conforme el artículo 20 de la Ley Provincial Nº 702 y este Proyecto de Ley pretende elevarlo al 2,20% de la masa referida, en atención a los fundamentos que seguidamente expondré.


El artículo 1º de la Constitución Nacional proclama que la Nación Argentina adopta para su gobierno la forma representativa republicana federal.


La Constitución argentina de 1853-1860 acoge la forma federal de estado. Ella importa una relación entre el poder y el territorio, en cuanto el poder se descentraliza políticamente con base física, geográfica o territorial.


El federalismo es la forma opuesta a la unitaria, que centraliza territorialmente al poder del estado.



El federalismo significa una combinación de dos fuerzas: la centrípeta y la  centrífuga, en cuanto compensa en la unidad de un solo estado la pluralidad y la autonomía de varios. El estado federal se compone de muchos estados miembros (que en nuestro caso se llaman “provincias”), organizando una dualidad de poderes el del estado federal, y tantos locales cuantas unidades políticas lo forman.



Esta dualidad de poderes se triplica cuando tomamos en cuenta que con la reforma de 1994 no es posible dudar de que, dentro de cada provincia, los municipios invisten un tercer poder, que es el poder municipal, también autónomo, lo atestigua, en respaldo del viejo art. 5º, el actual art. 123 de la Constitución Nacional.



Más allá de las discusiones doctrinarias, el constitucionalismo provincial desde 1957 y 1985 a la actualidad da un dato importante: los municipios provinciales integran nuestra estructura federal, en la que damos por existente una trinidad constitucional: municipios-provincia-estado federal. Si bien las competencias municipales se sitúan dentro del área de cada provincia, y los municipios no son sujetos de la relación federal, la base última del municipio provincial arraiga en la constitución federal. Es ésta la que lo reconoce y exige; por eso, cuando se habla de competencias “duales” (federales y provinciales) hay que incluir y absorber en las provinciales las que pertenecen al sector autonómico del municipio que; no por esa ubicación constitucional, deja de formar parte de la citada trinidad estructural del federalismo argentino.



La reforma de 1994 a la Constitución Nacional no sólo mantuvo la potestad de cada provincia de dictar su propia Constitución, conforme lo prescribe su art. 5º que textualmente expresa: “Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal, y la educación primaria. Bajo estas condiciones el Gobierno federal, garante a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones”, sino que la condicionó, en el art. 123 a que se asegure la autonomía municipal, “reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero.”


El concepto de autonomía es ínsito a las organizaciones comunales, pues constituyen nucleamientos políticos básicos que garantizan el sistema federal y democrático de gobierno, conforme a la imposición del art. 5º CN. Los municipios se erigen en verdaderos “gobiernos” o “poderes locales” dotados de los resortes legales para lograr su total independencia funcional en sus diversos órdenes: política, administrativa, económica, financiera e institucional.



A la par de estas organizaciones políticas, cuya existencia debe necesariamente respetarse, es dable reconocer que en un estado de derecho y en un sistema federal como el que rigen en nuestro país una de las funciones primordiales que, como desprendimiento del poder como atributo del Estado, ejercen las provincias es la legislativa, la cual, por el principio de la división de funciones le es asignada esencialmente al órgano legislativo y que consiste en la facultad de dictar normas jurídicas de alcance general a fin de satisfacer el interés de la comunidad y de sus instituciones.



Por ello, vale destacar que el Estado en sus múltiples actividades y funciones que desempeña debe satisfacer el bien común, enmarcado en el ordenamiento jurídico vigente.



Gobierno Nacional, gobiernos provinciales y gobiernos municipales poseen una órbita ab initio clara en cuanto a incumbencias que deben coordinarse y no oponerse, que deben integrarse con el fin de lograr el bienestar general, como lo postula el Preámbulo de nuestra Carta Magna.



Así, entre los fines que propugnan los convencionales constituyentes, es preciso atender al que se relaciona íntimamente con la materia en cuestión y que se encuentra contenido en el Preámbulo de nuestra Constitución Nacional:

"e) Promover el bienestar general  es tender al bien común público; la Corte ha dicho que el bienestar general del preámbulo coincide con el bien común de la filosofía clásica. Este bienestar contiene a la prosperidad, al progreso, al desarrollo, con todos sus ingredientes materiales e inmateriales que abastecen la buena convivencia humana social. Es el "estar bien" o "vivir bien" los hombres en la convivencia compartida en la sociedad políticamente organizada." (conf. GERMAN J. BIDART CAMPOS. "Manual de la Constitución Reformada")."



Asimismo, el Preámbulo de nuestra Constitución Provincial contiene como fin u objetivo buscado por los constituyentes el de "promover el desarrollo económico para el logro del bienestar general", el cual se asocia directamente con el art. 63º de la Carta Magna Provincial, como medio para su realización:

ARTICULO 63º.  OBJETO (DEL REGIMEN  ECONOMICO): "La organización de la economía y el aprovechamiento integral de las riquezas provinciales tienen por finalidad el bienestar general respetando y fomentado la libre iniciativa privada, con las limitaciones que establece la presente Constitución, proponiendo un sistema económico subordinado a los derechos del Hombre, al desarrollo provincial y al progreso social."


Este artículo resulta concordante con el art. 75 inc. 18 de la Constitución Nacional, en cuanto establece que: "Corresponde al Congreso: ...Proveer lo conducente a la prosperidad del país, al adelanto y bienestar de todas las provincias, ...”.  
Este último se ha dado en llamar la cláusula del progreso. Es de una amplitud manifiesta y engloba en su enunciado una temática que, sin carácter taxativo, equivale a los contenidos del bien común y de lo que hoy se denomina  desarrollo.



Ahora bien, los municipios, cuyos orígenes se remontan a los cabildos en nuestra primigenia organización institucional, se erigen en organizaciones políticas de existencia necesaria, pues son quienes interpretan con mayor profundidad las vivencias y necesidades del conglomerado humano que encierran. Dado su origen político, sociológico y constitucional, es que las provincias no sólo no pueden dejar de establecerlas o crearlas, sino que deben brindarles las atribuciones y recursos suficientes y necesarios para que puedan cumplir su cometido.



La provincia aparece así como una entidad que debe asegurar que sus municipios puedan cumplir con sus funciones y atribuciones, sin interferir arbitrariamente, ya sea por acción o por omisión. La provincia es un Estado que se sitúa ante el Gobierno central para promover el progreso en lo macro, debatir las políticas públicas en las sedes pertinentes y controlar el andamiaje institucional del Estado todo. Deben las provincias realizar aquello que refuerce a los municipios y los capacite para ser gobiernos aptos para solucionar demandas sociales sin eludir su responsabilidad. En definitiva, los habitantes de las provincias, residen en los municipios que están englobados en ese territorio mayor. El accionar provincial es de alguna manera lo que define luego al accionar comunal. La provincia será fuerte si sus municipios también lo son. Es evidente que éstos son hoy, verdaderos polos de reactivación, de emprendimientos para la elevación de la calidad de vida. Allí aparecen las pequeñas y medianas empresas, se solidifica el turismo, se potencian las artesanías, se realizan obras públicas para mejorar comunicaciones, se proponen nuevas alternativas educativas y salida laboral para la juventud, se materializan planes para sostener el arraigo poblacional, se moderniza la administración pública y controlan los servicios esenciales en forma activa, entre muchos otros elementos a considerar.



En este marco, no caben dudas de que las finanzas comunales adquieren suma relevancia para el desarrollo de su gestión, y privarlas de los medios económicos suficientes para su subsistencia podría ocasionar el descalabro financiero de sus arcas, la ruina económica, el desorden administrativo y, en definitiva, la pérdida de los objetivos y valores propios que está llamado a cumplir en un Estado federal y democrático de gobierno.



Precisamente por ello, los regímenes de coparticipación juegan un papel importante en el sostenimiento del sistema federal de gobierno y en consecuencia, esta Legislatura Provincial debe dar tratamiento y aprobación a este Proyecto de Ley que le permitirá sentar bases objetivas para lograr un justo reparto de la coparticipación, que den prioridad al logro de un grado equivalente de desarrollo, calidad de vida e igualdad de oportunidades en todo el territorio de la provincia y que tiendan a equilibrar el desigual desarrollo relativo que hoy experimenta la Comuna de Tólhuin con relación a las Municipalidades de Río Grande y Ushuaia, teniendo siempre en cuenta que el destinatario final son las personas que viven en ella, con sus propias necesidades y proyectos que deben ser oportunamente atendidos.



En efecto, la Comuna de Tolhuin ha llevado adelante una buena planificación. Gracias a iniciativas propias comunales, provinciales y respaldadas principalmente por el gobierno nacional incentivando la actividad de los sectores productivos, en Tolhuin se han realizado con mucho esfuerzo y dedicación trabajos relacionados con la obra pública, destacándose la planificación para nuevos barrios y la apertura de calles para los mismos; tendido de red de infraestructura en diversas zonas; proyectándose además la nueva entrada al pueblo, la obra del albergue municipal y aproximadamente seis mil quinientos (6.500) metros de cordón cuneta.


Tolhuin exhibe en la actualidad un ostensible aumento en su población estable y de fin de semana y  esta localidad es elegida cada vez más por una gran cantidad de personas que la visitan, convirtiéndose así en un atractivo centro turístico y recreativo.



Su desarrollo que fue impulsado desde el Estado con el objeto de poblar el lugar, la ubicación geográfica privilegiada y su perfil como "villa turística" han contribuido a aumentar el caudal de personas que deciden vivir y radicarse definitivamente en Tolhuin, como asimismo visitar como turistas dicha localidad.



La afluencia del llamado “turismo recreativo interno” proveniente de las localidades aledañas y el lanzamiento de Tolhuin al mercado turístico nacional e internacional, ha provocado un flujo adicional y constante que sumado a la cantidad de habitantes radicados en forma permanente en dicha localidad, requieren el asentamiento de nuevas viviendas permanentes y de fin de semana, de comercios y de emprendimientos turísticos, productivos y culturales, generando un correlativo aumento en la demanda de solicitudes de adjudicaciones de tierras fiscales, la instalación de adecuados servicios de limpieza y mantenimiento de parques y jardines, la primordial ejecución de obras de infraestructura relacionadas con la pavimentación, cordón cuneta, calles y veredas, establecimiento de circuitos turísticos, personal capacitado para llevar adelante tales actividades, compra de bienes de capital, contratación de servicios acordes para el cumplimiento de dichos fines; todo lo cual implica un aumento del gasto público y la necesidad de contar con los recursos suficientes.



Por lo expuesto, el actual presupuesto que hoy posee la Comuna de Tolhuin y en consecuencia, los recursos que percibe resultan sumamente escasos para cubrir los bienes y servicios públicos que debe prestar para satisfacer las necesidades que implican mantener el grado de crecimiento y desarrollo y dar soluciones efectivas a los nuevos requerimientos que se perfilan, en pos del logro del bienestar general, del desarrollo, del progreso y del adelanto de esta comunidad.



La Comuna de Tolhuin cuenta hoy con la Ordenanza Comunal Nº 329/11 referente al Presupuesto de Recursos y Gastos del Departamento Ejecutivo de la Comuna de Tólhuin, correspondiente al Ejercicio 2012, dada en Sesión Ordinaria del Concejo Deliberante de Tólhuin de fecha 16 de Noviembre de 2011 y promulgada mediante Decreto E.C.T. Nº 348/11 de fecha 30 de Noviembre de 2011. Ver Anexo I que se adjunta al presente.



Es dable destacar que el artículo 3º de la mencionada norma legal establece la necesidad de financiamiento producida por las previsiones de gastos de capital para hacer frente al Plan Trienal de Trabajos Públicos que detalla su artículo 4º.



Este artículo aprueba para el ejercicio 2012 un financiamiento bancario de $ 7.800.000 para hacer frente al Plan Trienal de Obras, consistente en Cementerio Local, Paseo Familia Shelknam, Iluminación Calle Santiago Rupatini, Red Eléctrica Zona Norte 2da. Etapa, Polideportivo al aire libre, Paseo de los Artesanos, Bacheo, Portal Acceso a Tolhuin Norte, Edificio Terminal de Tolhuin, Mensura de 107 parcelas, Apertura de calles, Veredas, Edificio Comuna de Tolhuin, Pavimento y Cordón Cuneta.



La imperiosa necesidad de aprobar este financiamiento proviene de los insuficientes recursos con los que cuenta hoy la Comuna, que básicamente son obtenidos a través de la aplicación del actual régimen de coparticipación y del escaso ingreso generado por la recaudación propia.



Ello, teniendo en cuenta además que entre los trabajos descriptos en el artículo 4º referido, se especifican obras básicas de infraestructura, absolutamente prioritarias para satisfacer mínimamente los requerimientos de la postergada población tolhuinense.



Asimismo, cabe destacar que la Comuna cuenta con una estructura de personal mínima en relación a los servicios que legalmente está obligada a prestar y también respecto a su población estable, contando así, esta Institución, con la menor relación empleado público/cantidad de habitantes, en comparación con otras organizaciones públicas municipales, provinciales y nacionales.



Además, como claro mensaje de austeridad, mediante Decreto E.C.T. Nº 170/09 de fecha 02 de Julio de 2009, la Comuna de Tolhuin suspendió los “Gastos de Representación” fijados por Ordenanza Comunal Nº 300/08, para los funcionarios del Departamento Ejecutivo de la Comuna de Tolhuin, hasta el 31 de diciembre de 2009.  Ver Anexo II.


En igual sentido, la Comuna de Tolhuin aplicó, a partir del 1º de Agosto de 2010 al 31 de Diciembre de 2010, una reducción en un 10% sobre las remuneraciones del Personal Superior de su Departamento Ejecutivo, mediante Decreto E.C.T. Nº 267/10 de fecha 09 de Agosto de 2010, expresando en uno de sus considerandos que resulta necesario el dictado de dicho acto administrativo en función de la implementación por parte de ese Departamento Ejecutivo, de la capacitación destinada a jóvenes con el objeto de facilitar su inserción al mercado laboral. Ver Anexo III.



En consecuencia, las restricciones presupuestarias referidas impiden la realización de obras y trabajos públicos, la adquisición de bienes de capital, como asimismo, obstaculiza la aplicación de una adecuada política de organización de recursos humanos, retrasando la modernización de los sistemas administrativos, informáticos y tecnológicos, cuya utilización resulta indispensable para el desarrollo de una comunidad, que como cualquier otra, requiere del cumplimiento de los fines del Estado.



Esta situación presupuestaria, perpetuada desde hace años en esta Comuna, ha condenado a la misma a un estado de estancamiento, obligándola a aplicar políticas de altísima austeridad y a optimizar extremadamente sus recursos, los que aún así, no han resultado suficientes para la satisfacción óptima y efectiva de los requerimientos básicos que sus habitantes, justamente, reclaman.



De resulta de ello y a los fines de incrementar la recaudación de recursos propios, se estableció un régimen de regularización de las deudas que los vecinos contribuyentes mantienen con la Comuna y se actualizaron las alícuotas de los diferentes impuestos, tasas y servicios comunales, mediante la promulgación de la Ordenanza Comunal Nº 330/11 dada en Sesión Ordinaria del Concejo Deliberante de Tolhuin de fecha 16 de Noviembre de 2011, la cual rige a partir del 1º de Enero de 2012, promulgada mediante Decreto E.C.T. Nº 349/11 de fecha 30 de noviembre de 2011. Ver Anexo IV.


A todo evento, es dable considerar un dato no menor, referido al incremento de la recaudación de ingresos tributarios coparticipables provenientes de la AFIP y de la Dirección General de Rentas de la Provincia, publicados en las páginas web oficiales respectivas, con relación a los ingresos percibidos en concepto de coparticipación por la Comuna de Tolhuin. En efecto, mientras la AFIP incrementó su recaudación en concepto de recursos tributarios en un 31,71% en 2011 respecto de 2010 y la Dirección General de Rentas lo hizo en un 47% en igual período, la Comuna de Tolhuin percibió en 2011 en relación al 2010 un incremento de sólo el 16%, conforme luce en el Anexo  V.



Otro dato importante a desarrollar es el relativo al incremento en el monto correspondiente al rubro “Gastos Operativos” que la provincia cobra a los Municipios y a la Comuna, el cual para el ejercicio 2012 asciende a la suma de $619.440,85; produciéndose así un aumento del 36% en relación al ejercicio 2011, que impacta muy significativamente en el presupuesto de esta Institución.  Ver Nota Nº 324/12, Letra: Contaduría General, de fecha 06 de Febrero de 2012,  que obra como Anexo VI.



Es por todo ello que elevo al Sr. Presidente y por su intermedio al resto de los legisladores, la presente propuesta de aumento del índice de la masa coparticipable que hoy percibe la Comuna de Tolhuin, que modifica el establecido por artículo 9º de la Ley Provincial Nº 231, conforme artículo 20 de la Ley Provincial Nº 702, solicitando el acompañamiento al presente Proyecto de Ley, el que además, nos permitirá estar a tono con las grandes pautas de nuestra Carta Magna.

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE TIERRA DEL FUEGO,

ANTARTIDA E ISLAS DEL ATLANTICO SUR

SANCIONA CON FUERZA DE LEY

COMUNA DE TÓLHUIN: COPARTICIPACION DE RECURSOS. MODIFICACION.

Artículo 1º.- Sustitúyese, con vigencia a partir de la promulgación de la presente, el artículo 9º de la Ley provincial 231, por el siguiente texto:
“Artículo 9º.- Hasta tanto se dicte una Ley de Coparticipación que incluya a la comuna de Tolhuin, los recursos comunales serán:
a) el DOS COMA VEINTE POR CIENTO (2,20%) de la masa coparticipable integrada por Recursos Tributarios, Regalías Hidrocarburíferas y Coparticipación Federal que perciba el Gobierno de la Provincia;

b) toda otra suma que la Comuna obtenga en ejercicio de sus facultades y atribuciones.”.

Artículo 2º.- Derógase el artículo 20 de la Ley provincial 702. 
Artículo 3º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
“Las Islas Malvinas, Georgias y Sandwich del Sur, son y serán Argentinos”
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